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representante de la entidad recurrente en amparo.
presentó escrito ante el Juzgado de Primera Instancia
núm. 1 de Alcalá de Henares. interponiendo recurso de
apelación contra la Sentencia dictada en el juicio verbal
núm. 236/92. Una vez recibidas las actuaciones en la
Sección Decimoctava de la Audiencia Provincial de
Madrid. por diligencia de ordenación de la Secretaría
de la Sección. se acordó requerir a la actora -en la
dirección de Barcelona que constaba en autos- para
que designara domicilio en Madrid a efectos de noti­
ficaciones en el término de quince días. y ello «bajo
los apercibimientos legales».

Remitido exhorto al Juzgado Decano de Barcelona
se procedió a su cumplimiento. constituyéndose el Oficial
habilitado en el lugar indicado como domicilio de la enti­
dad actora. donde se manifestó por los vecinos al referido
funcionario judicial que la entidad actora se habia ausen­
tado del lugar hacia aproximadamente dos años. Segui­
damente. y sin intentar el requerimiento ni la localización
de la actora a través del representante de la misma.
que habia interpuesto en su nombre el recurso de ape­
lación ante el Juzgado. el Procurador Sr. Guillén Pérez.
la Sección Decimoctava de la Audiencia Provincial de
Madrid dictó Auto declarando caducado el recurso y
decaído el derecho de la actora a sostener el recurso
de apelación por no haber designado domicilio en Madrid
para ser notificada.

A pesar del resultado negativo de la anterior diligencia
en el domicilio de Barcelona. nuevamente se acordó por
la Secretaría de la Sección la notificación de esta última
decisión judicial a la actora en la misma dirección. remi­
tiendo para ello nuevo exhorto al Juzgado Decano de
Barcelona que. al igual que el anterior intento. resultó
negativo.

Recibidas las actuaciones en el Juzgado de Alcalá
de Henares. y notificado el Auto al Procurador de la
actora Sr. Guillén perez. la entidad recurrente. represen­
tada por el Procurador de Madrid Sr. Granizo Palomeque.
presentó un escrito ante la Audiencia Provincial inter­
poniendo recurso de súplica contra el Auto de la Sección
en el que alegaba el desconocimiento del requerimiento
e invocaba el derecho a la tutela judicial efectiva. recurso
que fue desestimado por el citado órgano judicial con
fundamento en lo dispuesto en el arto' 734 L.E.C.

4. En el presente supuesto debemos admitir el plan­
teamiento de la entidad actora de que la falta de desig­
nación de domicilio en Madrid a efectos de notificaciones
era un defecto procesal subsanable. y así lo entendió
también el propio órgano judicial. que. tras constatar
la omisión de este requisito. procedió de oficio a con­
ceder un plazo a la sociedad actora para su subsanación.

Sin embargo. la cuestión se plantea en orden a la
eficacia del requerimiento efectuado y a la decisión adop­
tada tras su resultado negativo. En efecto. si bien la
Sala estimó que la omisión advertida era por su entidad
un defecto subsanable. realmente no llegó a conceder
a la sociedad recurrente la oportunidad para que pudiera
cumplir tal presupuesto. pues. como se deduce de las
actuaciones. el requerimiento no llegó a practicarse en
ningún momento con la actora. Por consiguiente. la ine­
ficacia de tal requerimiento impidió que la recurrente
tuviera en realidad conocimiento del defecto formal
observado ni tampoco la oportunidad de subsanarlo.
Ante el resultado negativo del requerimiento. el órgano
judicial no intentó nuevamente la práctica de tal dili­
gencia con el Procurador que figuraba en el escrito de
interposición del recurso. el cual corno representante
procesal en la instancia de la actora. podía ser notificado
y requerido para remediar la omisión procesal. Bien al
contrario. la Sala. sin más trámite. y conociendo que
el requerimiento no se había practicado con su desti-

natario. declaró decaido el derecho de la actora a man­
tener el recurso de apelación. Es más. tras haberse per­
sonado la sociedad actora mediante un nuevo Procu­
rador colegiado en Madrid interponiendo recurso de
súplica. el mencionado órgano'judicial. sin ponderar ade­
cuadamente las específicas circunstancias concurrentes
-en concreto. el resultado negativo del requerimiento-o
procedió a confirmar su anterior decisión.

A la vista de los antecedentes expuestos cabe concluir
que la subsanación acordada por la Audiencia del defec­
to que se había producido en el escrito interponiendo
el recurso de apelación. una vez que el requerimiento
para la subsanación no pudo hacerse personalmente a
la apelante por resultar desconocido su domicilio. pudo
y debió hacerse a su Procurador en la instancia que

¡fue quien suscribió el escrito en el que se había producido
a omisión. Al no hacerlo así la Audiencia Provincial. ni
tener por subsanada la omisión con el escrito del Pro­
curador de Madrid de interposición del recurso de súpli­
ca. no otorgó realmente a la apelante la posibilidad de
subsanar la omisión padecida. vulnerando el derecho
a la tutela judicial efectiva que se denuncia en este recur-
so de amparo. .

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD OUE LE CDNFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Estimar el presente recurso de amparo Y. en con­
secuencia:

1.0 Reconocer el derecho a la entidad recurrente.
«Rentsicar Centro. S. A.». a la tutela judicial efectiva.

2. 0 Anular el Auto de 26 de octubre de 1993 de
la SeCCión Decimoctava de la Audiencia Provincial de
Madrid y el de 13 de mayo anterior confirmado por
aquél. en virtud de los cuales se tuvo a la entidad
recurrente en amparo por decaída de su derecho a sos­
tener el recurso de apelación 13/93.

3. 0 Retrotraer las actuaciones del citado recurso al
momento inmediatamente anterior al de dictarse el pri­
mero de los Autos anulados para que la Sala sustancie
el citado recurso de apelación.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a treinta de septiembre de mil nove­
cientos noventa y seis.-José Gabaldón López.-Fernando
García-Mon y González-Regueral.-Rafael de Mendizábal
y Allende.-Julio Diego González Campos.-Carles Viver
Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives· Antón.-Firmados y rubri­
cados·

24326 Sala Segunda. Sentencia 150/1996. de 30
de septiembre de 1996. Recurso de amparo
3.643/1993. Contra Sentencia de la Audien­
cia Provincial de Alicante, recaída en recurso
de apelación, dimanante de juicio de faltas.
Vulneración del derecho a un proceso con
todas las garantías y a la presunción de ino­
cencia: Principio de contradicción procesal.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don José Gabaldón López. Presidente. don
Fernando García-Mon y González-Regueral. don Rafael
de Mendizábal Allende. don Julio Diego González Cam-
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pos. don Caries Viver Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives
Antón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.643/93 interpuesto
por doña Vicl¡lnta Ferrer L1oret. rer:\resentada por el Pro­
curador don Angel Lui.s Rodríguez Alvarez y bajo la direc­
ción letrada de doña Angela Maña Larios Orozco. contra
la Senten.cia de la Sección Tercera de la Audiencia Pro­
vincial de Alicante. de 23 de octubre. de 1993. recaída
en el rollo de apelación núm. 304/93 dimanante del
juicio de faltas núm. 43/93. Ha intervenido el Ministerio
Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don Julio Diego
González Campos. quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Mediante demanda presentada en el Registro
General de este Tribunal el 3 de diciembre de 1993.
el Procurador don Angel Luis Rodríguez Alvarez, en nom­
bre y representación de doña Vicenta Ferrer Llore!, inter­
pone recurso de amparo contra la Sentencia que se men­
ciona en el encabezamiento.

2. El recurso de amparo tiene su origen en los
siguientes hechos:

a) Don Antonio Becares Pérez presentó denuncia
contra la recurrente y otro, como consecuencia de encon­
trar el gato que tenía a su cuidado atado con una cuerda
ya punto de morir estrangulado.

b) Correspondió la tramitación de la indicada denun­
cia al Juzgado de Instrucción núm. 2 de Benidorm. en
donde se sustanció como juicio de faltas núm. 43/93.
Este órgano judicial dictó Sentencia de 11 de junio
de 1993, en la que absolvió a la recurrente y al otro
denunciado de los hechos imputados, al no considerar
el órgano judicial destruida la presunción de inocencia.

cl Contra dicha Sentencia don Antonio Becares
Pérez interpuso recurso de apelación en el que alegaba.
entre otros extremos. el haber entregado al Juez en el
acto de la vista oral como prueba una copia fotomecánica
de un documento en el que los policías actuantes mani­
festaban que durante su intervención la acusada emitió
insultos graves contra él. sin que en la Sentencia ni el
acta del juicio hicieran mención a dicho documento. que
no obstante obra en el expediente. Por lo que no hubo
debate contradictorio sobre lo consignado en el mismo.

d) La Sección Tercera de la Audiencia Provincial de
Alicante dictó Sentencia de 23 de octubre de 1993,
en la que condenaba a la ahora solicitante de amparo
como autora responsable de una falta dE! vejación injusta
del arto 585.4 del Código Penal (C.P.) a la pena de multa
de 10.000 pesetas, con arresto sustitutorio de un día
en caso de impago. al considerar probados los hechos
referidos en el documento al que hacía referencia la
parte acusadora en su recurso de apelación. Dichos
hechos que incluye la Audiencia de la relación de hechos
probados son: «El 18 del mismo mes el denunciante
ha presentado otra denuncia contra doña Vicenta porque
la misma llevaba excrementos de su perro y los depo­
sitaba en las trampillas del agua potable, lo que fue com­
probado por los Agentes de la Policía 'local, en cuya
presencia Vicenta insultó al denunciante».

3. Según la recurrente. la Audiencia la condena en
virtud de un documento, no ratificado en juicio. en el

que se relataban hechos distintos a los que fueron objeto
del juicio de faltas y respecto de los cuales no se' había
formalizado acusación, lo que habia supuesto una lesión
del derecho a la tutela judicial efectiva. sin que pueda
producirse indefensión, del derecho a ser informado dé
la acusación, del derecho a un proceso con las debidas
garantías. del derecho a la presunción de inocencia y
del derecho a utilizar los medios de prueba pertinentes
para la defensa, todos ellos consagrados en el arl. 24 C.E.

4. Mediante providencia de 3 de febrero de 1994,
la Sección Tercera de este Tribunal acordó recabar de
la Sección Tercera de la Audiencia Provincial de Alicante
la remisión de certificación o fotocopia adverada de las
actuaciones correspondientes al rollo de apelación núm.
304/93, dimanante del juicio de faltas 43/93. Por pro­
videncia de posterior fecha acordó igualmente recabar
del Juzgado de Instrucción núm. 2 de Benidorm las
actuaciones correspondientes al juicio de faltas
núm. 43/93.

5. Recibidas las actuaciones requeridas. la Sección,
por providencia de 16 de enero de 1995, acordó, de
conformidad con lo dispuesto en el núm. 3 del arl. 50
LOTC, conceder al demandante de amparo y al Ministerio
Fiscal el plazo común de diez días para que formulasen,
con las aportaciones documentales que procediesen, las
alegaciones pertinentes en relación con la carencia mani­
fiesta de contenido constitucional de la demanda.

6. El 3 de abril de 1995 tuvo entrada en el Registro
General de este Tribunal el escrito de alegaciones de
la solicitante de amparo. en el que sucintamente repro­
ducía las ya esgrimidas en la demanda. Por su parte,
el Ministerio Fiscal. mediante escrito presentado el 8
de febrero de 1995. interesaba la admisión a trámite
de la demanda, por no carecer manifiestamente de con­
tenido constitucional.

7. Mediante providencia de 19 de diciembre
de 1995 la Sección Cuarta de este Tribunal acordó la
admisión a trámite de la demanda, así como dirigir atenta
comunicación al Juzgado de Instrucción núm. 2 de Beni­
dorm a fin de que, en aplicación de lo dispuesto en
el arl. 51 LOTC. emplazase a quienes hubieran sido parte
en el procedimiento para que, en el plazo de diez días,
pudieran comparecer y defender sus derechos.

8. El 21 de marzo de 1996 la Sección Tercera dictó
providencia acordando dar vista de las actuaciones reci­
bidas a la parte recurrente y al Ministerio Fiscal para
que en el plazo común de veinte días pudieran presentar
las alegaciones que estimaran pertinentes. Dentro de
dicho plazo la demandante presentó escrito de alega­
ciones en el que. sustancialmente, reproducía'las quejas
esgrimidas y argumentos aducidos en el escrito de inter­
posición del recurso.

9. El 27 de abril de 1996 tuvo entrada en el Registro
General de este Tribunal el escrito de alegaciones del
Ministerio Fiscal. en el que se interesa la estimación
del amparo solicitado. Comienza el Ministerio Público
fijando como datos incontrovertidos, de los que ha de
partir el enjuiciamiento constitucional, el que los hechos
-deyecciones caninas- por los que la demandante fue
condenada no fueron objeto de acusación en primera
instancia, ni fueron debatidos en el juicio oral, acto en
el que ninguna referencia se hizo al tficio de la Policía
Municipal que alude a tales hechos y que efectivamente
aparecen en las actuaciones. Llega. pues, el Ministerio
Fiscal a la conclusión de que la demandante ha sido
condenada por unos hechos introducidos por primera
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vez en la apelación. Ello no resultaría constitucionalmen­
te admisible a pesar de lo difuso de la falta imputada
-vejación injusta- en la que podría incluirse tanto el
supuesto intento de estrangulamiento del gato como
el referido a las deyecciones caninas. y también a pesar
de la posible ausencia de indefensión en el sentido de
que los denunciados conocieron el recurso de apelación
y no lo combatieron.

En cualquier caso. afirma el Ministerio Fiscal. habría
que estimar el amparo solicitado por vulneración del
derecho a la presunción de inocencia (art. 24.2 C.E).
La condena se habría bas,ado en una especie de oficio
policial que hace referencia al tema de los excrementos.
pero que no posee el carácter de prueba documental.
alcanzando su contenido validez probatoria tan sólo.
mediante el testimonio en juicio de los Agentes que lo
elaboraron. Por último la Sentencia de apelación tam­
poco razonó ni motivó la culpabilidad de los denunciados.
pues el mencionado oficio no afirma en modo alguno
la participación de aquellos en los hechos castigados.

10. Por providencia de 26 de septiembre de 1996.
se señaló para la deliberación y fallo de la presente Sen­
tencia el día 30 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. La solicitante de amparo impugna la Sentencia
dictada por la Sección Tercera de la Audiencia Provincial
de Alicante, de 23 de octubre de 1993. en cuanto la
condena por unos hechos que no fueron objeto de
denuncia ni de debate en la primera instancia. ni cuya
comisión por la actora habría resultado acreditada. Tal
proceder judicial supondría. además de la lesión del dere­
cho a la presunción de inocencia. la vulneración del dere­
cho a ser informado de la acusación, del derecho a un
proceso con todas las garantías y a la utilización de los
medios de prueba pertinentes para la defensa. todos
ellos consagrados en el arto 24.2 C.E.

2. La determinación del alcance constitucional de
las quejas planteadas requiere. con carácter previo. la
fijación de lo realmente acontecido en el juicio de faltas
que concluyó con la Sentencia impugnada. A cuyo fin
ha de recordarse que éste se inició en virtud de denuncia
presentada por don Antonio Becares Pérez a consecuen­
cia del intento de estrangulamiento de un gato que tenía
a su cuidado. hecho que imputaba a doña Vicenta Ferrer.
ahora solicitante de amparo. y a otro sujeto. En dicha
denuncia aparece tan sólo u..na breve referencia a la apae

rición de excrementos de perro en las trampillas del agua
potable de su domicilio. hecho objeto de una anterior
denuncia, que el Sr. Becares atribuía también a la
recurrente y que habría sido comprobado por la Policía
Local, en cuya presencia el denunciante habría sido insul­
tado por doña Vicenta Ferrer.

Ha de coincidirse. pues. con el Ministerio Fiscal en
que el objeto de la denuncia que dio lugar al juicio de
faltas núm. 43/93 y, por lo tanto. objeto del proceso
penal. sólo puede considerarse el intento de estrangu­
lamiento del gato. siendo éste, tal y como se desprende
del acta del juicio oral. el único hecho que se debatió
en el acto de la vista y respecto del cual el Juzgado
de Instrucción núm. 2 de Benidorm dictó Sentencia abso­
lutoria. al entender que no habría quedado debidamente
acreditada la participación de la actora.

Frente a la Sentencia absolutoria el denunciante inter­
puso recurso de apelación alegando. entre otros extre­
mos. que el Juzgador no tuvo en cuenta el documento
en el que la Policía Local de Altea acreditaba los hechos
relativos a los excrementos y a los insultos proferidos

por doña Vicenta Ferrer. Efectivamente tal oficio. que
según el denunciante fue entregado personalmente al
Juez, consta en las actuaciones precediendo al Acta de
la vista oral.

El 23 de octubre de 1993 la Sección Tercera de la
Audiencia Provincial de Alicante dictó Sentencia en la
que adicionaba a la apelada los siguientes hechos «El
18 del mismo mes el denunciante ha presentado otra
denuncia contra Vicenta porque la misma llevaba excre­
mentos de su perro y los depositaba en las trampillas
del agua potable lo que fue comprobado por dos Agentes
de la Policía Local. en cuya presencia Vicenta insultó
al denunciante». Según la Audiencia Provincial. tales
hechos resultarían probados por el documento al que
el denunciante hacía referencia en su recurso de ape­
lación. no impugnado por la acusada. calificándolos de
una falta de vejación injusta del arto 585.4 C.P.

3. El relato precedente permite apreciar sin dificul­
tad la existencia de la lesión del derecho a un proceso
con todas las garantías. Vulneración que resulta de haber
sido condenada la recurrente por unos hechos introdu­
cidos por primera vez en el debate procesal con la inter­
posición del recurso de apelación. hechos que en modo
alguno pueden ser considerados objeto de la denuncia
que dio lugar al juicio de faltas. ni fueron debatidos en
el acto del juicio oral.

Como en múltiples ocasiones ha reconocido este Tri­
bunaL el derecho a la doble instancia penal rige también
en los juicios de faltas (SSTC 22/1987, 242/1988,
83/1992,327/1993. etc.) y, obviamente. supondría una
anulación de tal derecho y del derecho a poder ejercitar
la defensa en ambas instancias admitir que se pueda
modificar sustancialmente el objeto del proceso. o, mejor
dicho. que se pueda introducir una pretensión acusatoria
totalmente nueva o no ejercitada debidamente en la pri­
mera instancia (en este sentido. la STC 83/1992). El
acontecer procesal descrito supuso que la solicitante de
amparo no pudo defenderse en la vista oral. conforme
a las exigencias del principio de contradicción, de los
hechos por los que resultó condenada, por la simple
razón de que no fueron objeto del proceso penal.

A tal conclusión no puede oponerse el que la actora
no impugnar.a el recurso de apelación interpuesto por
el denunciante, perdiendo la oportunidad de defenderse
de los hechos de los que por primera vez, al menos
de forma explícita, se le acusaba. La crítica que merece
tal inactividad no puede oscurecer la irregularidad pro­
cesal que supone la introducción de una nueva preten­
sión acusatoria en apelación. ni. por supuesto; la incons­
titucionalidad de una Sentencia condenatoria basada en
una acusación tan irregularmente ejercitada. Corolario
de cuanto antecede es. por tanto. la estimación del moti­
vo del amparo que se ha examinado. lo que hace innec
cesario entrar en el enjuiciamiento de los restantes.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Estimar parcialmente el amparo promovido por doña
Vicenta Ferrer L10ret y, en consecuencia:

1.° Reconocer a la recurrente su derecho a un pro­
ceso con todas las garantías y su derecho a la presunción

. de inocencia.
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'2. 0 Anular la Sentencia de 23 de octubre de 1993
dictada por la Sección Tercera de la Audiencia. Provincial
de Alicante en el rollo de apelación núm. 304/93 dima­
nante del juicio de faltas núm. 43/93.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a treinta de septiembre de mil nove­
cientos noventa y seis.-José Gabaldón López.-Fernando
Garcia-Mon y González-Regueral.-Rafael de Mendizábal
y Allende.-Julio Diego González Campos.-Carles Viver
Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives Antón.-Firmados y rubri­
cados.

24327 Sala Segunda. Sentencia 151/1996, de 30
de septiembre de 1996. Recurso de ampa­
ro 811/1994. Contra Sentencia de la Audien­
cia Provincial de Madrid estimando parcial­
mente recurso de apelación interpuesto con­
tra la dictada por el Juzgado de lo Penal
núm. 15 de los de Madrid en juicio oral por
delitos de tenencia illcita de armas y delito
de caza. Vulneración del derecho a la tutela
judicial efectIva: Derecho a ser Informado de
la acusación.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don José Gabaldón López, Presidente, .don
Fernando García-Mon y González-Regueral, don Rafael
de Mendizábal Allende, don Julio Diego González Cam­
pos, don Caries Viver Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives
Antón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 811/94, interpuesto
por don Benito Antonio Pérez Delgado y don Julio Rueda
Hernanz, representados por la Procuradora de los Tri­
bunales doña Cayetana de Zulueta Luchsinger, con la
dirección del Letrado don Alonso Sánchez Gascón, frente
a la Sentencia de fecha 28 de enero de 1994, dictada
por la Sección Sexta de la Audiencia Provincial de
Madrid, por la que se estimaba parcialmente el recurso
de apelación interpuesto por el Ministerio Fiscal contra
la Sentencia dictada por el Juzgado de lo Penal núm.
15 de los de Madrid, de fecha .15 de julio de 1993,
dictada en juicio oral núm. 75/93, por los delitos de
tenencia ilícita de armas y delito de caza. Ha intervenido
el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente donTomás S. Vives
Antón quien expresa él parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. En fecha 9 de marzo de 1994, la Procuradora
de don Benito Antonio Pérez Delgado y don Julio Rueda
Hernanz presentó demanda de amparo contra la Sen­
tencia, de fecha 28 de enero de 1994, dictada por la
Sección Sexta de la Audiencia Provincial de Madrid, en
el rollo de apelación 407/93, por la que se estimaba
parcialmente el recurso de apelación interpuesto por el
Ministerio Fiscal contra la Sentencia dictada por el Juz­
gado de lo Penal núm. 15 de los de Madrid, de fecha
15 de julio de 1993, dictada en juicio oral núm. 75/93,
por los delitos de tenencia ilícita de armas y delito de
caza.

2. Los hechos de los que nace la pretensión de
amparo son, en síntesis, los siguientes:

a) Don Benito Antonio Pérez Delgado, don Julio Rue­
da Hernanz, don Antonio González Ferrández y don Fran­
cisco Pareja Pulido fueron absueltos por el Juzgado de
lo Penal núm. 15. en la Sentencia y procedimiento penal
reseñados. del delito de caza por el'que fueron acusados
por el Ministerio Fiscal. En el mismo proceso. don Benito
Antonio Pérez Delgado y don Julio Rueda Hernanz fueron
condenados como autores de un delito de tenencia ilícita
de armas, siendo absueltos los otros dos acusados de
la misma pretensión acusatoria.

b) Los dos condenados, hoy demandantes de ampa­
ro, interpusieron recurso de apelación contra la citada
Sentencia el pasado 28 de julio de 1993: en él soli­
citaban su libre absolución. También el Ministerio Fiscal,
con la misma fecha apeló la Sentencia del Juzgado de
lo Penal núm. 15 de los de Madrid, solicitando la condena
de los cuatro acusados como autores de un delito contra
la Ley de Caza o subsidiariamente como autores de una
falta del arto 43 b) de la citada Ley.

Por providencias de 29 de julio y 6 de septiembre
de 1993 se tuvieron por presentados los recursos de
apelación, y se acordó esperar a que la Sentencia dictada
fuera notificada a todos los acusados para proveer sobre
su admisión.

c) Con fecha 14 de octubre de 1993 se tuvo por
interpuesto y se admitió a trámite el recurso de apelación
presentado por la representación de los demandantes
de amparo. lo que se hizo en ambos efectos, ordenando
dar traslado a las demás partes por plazo común de
diez días para presentar escritos de adhesión o impug­
nación, y que transcurrido tal plazo se elevaran las actua­
ciones a la Audiencia Provincial de Madrid. Los recursos
fueron turnados para su resolución a la Sección Sexta
de la Audiencia Provincial de Madrid. Nada se proveyó
sobre la admisión a trámite del recurso de apelación
presentado por el Ministerio Fiscal.

d) El 21 de octubre de 1.993 se acuerda remitir
los autos originales de juicio oral 75/93 a la Sección
Sexta de la Audiencia Provincial al objeto de que fuera
resuelto el recurso de apelación formulado por la defensa
del acusado y por el Ministerio Fiscal. contra la Sentencia
dictada en dicho procedimiento.

El 26 de octubre de 1993. se extiende una diligencia
por la Sra. Secretaria de la Sección Sexta de la Audiencia
Provincial haciendo constar que se han recibido las
actuaciones para sustanciar el recurso de apelación inter­
puesto porel Procurador de los demandantes de amparo,
sin hacer referencia alguna al recurso presentado por
el Ministerio Fiscal. Se turna el recurso de apelación
a la Sra. Magistrado Ponente y se señala para su deli­
beración y fallo el día 27 de enero de 1994, Jo que
se notifica al Procurador de 10$ demandantes de amparo.

e) El 28 de enero de 1994 la Sección Sexta de
la Audiencia Provincial de Madrid dicta Sentencia par­
cialmente estimatoria del recurso de apelación interpues­
to por el Ministerio Fiscal, al que se hace referencia
expresa en los antecedentes y fundamentos de lareso­
lución, por la cual se condena a los cuatro acusados
como autores de un delito de caza cometido durante
la noche con arma de fuego, a la pena de 50.000 pesetas
de multa, con dieciséis días de arresto sustitutorio, pago
proporcional de las costas y privación de la licencia de
caza o de la facultad de obtenerla durante el plazo de
dos años, con condena al pago de la responsabilidad
civil y decretándose el comiso del arma utilizada, y con
expreso pronunciamiento sobre las costas causadas.

3. El 15 de marzo de 1994, la representación de
los demandantes de amparo solicitó se tuvieran también
por parte a los otros dos condenados, don Antonio Gon­
zález Ferrández y don Francisco Pareja Pulido. Por pro


